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DESCRIPCIÓN: El Estado será responsable de los daños antijurídicos que se le 
imputen; para que se configure esta responsabilidad al Estado la lesión que sufre 
el administrado no debe tener el deber jurídico de soportarlo. El Estado al ser 
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METODOLOGÍA: El presente Trabajo de Grado se desarrolló con la siguiente 
estructura y procedimiento establecido:Título; resumen biográfico, resumen del 
artículo, palabras clave, sumario, introducción, desarrollo del artículo, pies de 
página, conclusiones, referencias. Seguidamente el presente trabajo de grado se 
presento con citas y referencias bajo las normas APA (American Psychological  
Association). 
 
PALABRAS CLAVE:RESPONSABILIDAD DEL ESTADO, DAÑO ANTIJURÍDICO, 




La Constitución Política de 1.991 en el artículo 90 precisa dos elementos para 
declarar la responsabilidad del Estado: el primer elemento denominado daño 
antijurídico, refiriéndose a la lesión causada al administrado sin tener el deber 
jurídico de sobrellevarlo; y un segundo elemento en la cual establece que este 
daño sea imputable a la administración, es decir que se le atribuya la respectiva 
lesión y en consecuencia la obligación de reparar determinado perjuicio. 
 
El Consejo de Estado desarrolló dos regímenes de responsabilidad del Estado, el 
primero denominado falla en el servicio y un segundo régimen de responsabilidad 
por daño especial y riesgo excepcional, entendiendo el daño especial como la 
ruptura del equilibrio normal de las cargas publicas asumidas por los 
administrados como consecuencias de una actividad estatal, y el riesgo 
excepcional como la actividad que ocasionó la realización del riesgo y causo el 
daño. 
El daño especial encuentra su fundamento en el rompimiento del equilibrio frente a 
las cargas públicas, es decir se genera el daño porque se imponen cargas 
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excesivas que sobrepasan los límites que una persona debe soportar debido al 
despliegue de la actividad estatal que va dirigida al beneficio general. 
 
En tanto que el riesgo excepcional se concreta de la materialización de los riesgos 
creados por el desarrollo de la actividad estatal que acarrean un perjuicio. 
 
Igualmente la creación del riesgo es precisamente lo que genera el carácter de 
excepcional, pero no es suficiente que únicamente sea creado, sino que 
finalmente logre realizarse en el actuar legitimo de la administración; frente a estos 
supuestos se declarará la responsabilidad del Estado por riesgo excepcional y se 
encontrará obligado a responder por los perjuicios que se ocasionen al realizarse 
el riesgo creado. 
 
En los títulos de imputación daño especial y riesgo excepcional no es necesario 
demostrar el comportamiento del Estado para atribuir su responsabilidad, 
igualmente es importante tener en cuenta que no pueden ser concurrentes es 
decir se excluyen entre sí. 
Del análisis de las ocho jurisprudencias del Consejo de Estado por daño especial, 
se pudo evidenciar que el daño antijurídico es ocasionado durante el desarrollo de 
actividades legitimas del Estado, en la cual resultan quebrantadas las cargas 
publicas que causan perjuicios especialmente anormales, con lo que se deja visto 
que el Tribunal Supremo de lo contencioso ha entendido que el daño especial 
tiene su fundamento en la equidad, siempre que el daño tenga una característica 
de anormal y especial, que da lugar a resarcir el perjuicio ocasionado sin tener en 
cuenta el hecho que lo causo. 
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Por otra parte, para determinar el título de imputación por riesgo excepcional se 
deben tener en cuenta los elementos que lo conforman como son la creación de 
un riesgo de naturaleza excepcional, la realización del riesgo creado, y que el 
riesgo excepcional haya sido impuesto de modo perfectamente legal, de esta 
forma aún cuando el Estado no sea el autor directo del daño, es responsable por 
crear el riesgo que llevó a la generación del perjuicio al administrado. La creación 
de condiciones de riesgo por si solas no generan ninguna responsabilidad en 
contra de la administración, es decir las actuaciones deben ser legítimas y crear 
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